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RESUMO: 
El presente trabajo se centra en el análisis de una de las facetas más recientes de la 
financiación autonómica, cual es la atribución por parte del Estado español de competencias 
normativas a las Comunidades Autónomas sobre los tributos cedidos, con el objetivo último 
de lograr la corresponsabilidad fiscal. Tras examinar cuál ha sido el ejercicio efectivo 
que las Comunidades Autónomas han llevado a cabo en esta materia desde 1996 hasta la 
actualidad, formulamos una serie de reflexiones y sugerencias para mejorar los resultados, 






This paper is in tended to analyze one of the more recent aspects of the Autonomous 
Communities funding, which is the conferring of legal powers by the State to the 
Autonomous Communities on the transferred taxes, in order to get the joint responsability. 
Taking into account the effective use of that devolution by the Autonomous Communities 
from 1996 to the present, the author makes sorne reflections and suggestions to improve 
the current results in the light of the so-called "autonomy with responsibility" of that 
devolution. 
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SUMARIO:* 
l. La incidencia del ejercicio de la capacidad normativa autonómica sobre los 
principios que rigen las haciendas territoriales. 1.1. Valoración del desarrollo normativo 
autonómico sobre los tributos cedidos a la luz del principio de corresponsabilidad fiscal. 
1.2. Valoración del desarrollo normativo autonómico sobre los tributos cedidos a la luz 
del principio de solidaridad. 2. Propuestas para mejorar la atribución de competencias 
normativas a las comunidades autónomas sobre los tributos cedidos. 
* Véase, para un estudio más pormenorizado del tema: Ribes Ribes, A.: "Poder 
normativo autonómico y tributos cedidos", Tirant lo blanch, 2012. 
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1. La incidencia del ejercicio de la capacidad normativa autonómica 
sobre los principios que rigen las haciendas territoriales 
1.1. Valoración del desarrollo normativo autonómico sobre los tributos 
cedidos a la luz del principio de corresponsabilidad fiscal 
Transcurridos ya quince años desde el inicio de atribución de com-
petencias normativas sobre los tributos cedidos a las Comunidades Autó-
nomas (en adelante, CCAA) y, a la vista de las medidas adoptadas por 
estos entes durante la vigencia de los diversos sistemas de financiación 
implantados hasta la fecha, procede efectuar un balance de dicho desarrollo 
normativo a la luz del principio de corresponsabilidad fiscal. 
Debe recordarse, a estos efectos, que la cesión de tales facultades 
normativas encuentra su génesis en la aspiración de lograr un mayor grado 
de corresponsabilidad fiscal, ante la insostenible situación de dependencia 
autonómica de los ingresos procedentes de las transferencias del Estado 
que, a su vez, desembocó en un grave endeudamiento y, a la postre, en un 
subdesarrollo de la autonomía en la vertiente del ingreso, frente a la del 
gasto. Dado que la necesidad de involucrar a las CCAA en la obtención del 
ingreso fue la causa que motivó el otorgamiento de capacidad normativa 
a estos entes, resulta obvio que el criterio a utilizar para valorar dicho 
ejercicio deba ser el que atiende a la consecución o no del objetivo que 
se pretendía alcanzar. De acuerdo con ello, la pregunta a formular sería, 
pues, si las CCAA son en la actualidad más corresponsables que en eta-
pas anteriores, en las que carecían de poder de decisión sobre los tributos 
cedidos, concebidos como importante fuente de financiación. 
En esta línea, una primera precisión impone diferenciar entre poder 
normativo asignado y poder normativo ejercido, bien entendido que la 
mera cesión de potestades de regulación como técnica de delegación 
tributaria intersubjetiva no debe confundirse con un verdadero avance en 
la deseable corresponsabilidad fiscal. Asimismo, debe partirse del signi-
ficado que presenta dicho principio en el ámbito que nos ocupa, ya que 
se trata de una expresión polisémica que no siempre ha sido utilizada en 
el mismo sentido. Baste evidenciar que incluso los distintos modelos de 
financiación le han atribuido un contenido diverso, pues frente al "modelo 
de la corresponsabilidad fiscal" vigente durante el período 1992-1996, se 
aprobó posteriormente el denominado "modelo de la corresponsabilidad 
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fiscal efectiva", en vigor durante el quinquenio 1997-2001 y a través del 
cual se introdujeron ya las competencias normativas cedidas. 
Precisamente en la errónea identificación de partida entre autonomía 
financiera y suficiencia financiera, creemos que se residencia en parte la 
explicación del uso que las CCAA han llevado a cabo de sus facultades 
normativas. Cierto es que la suficiencia financiera se ha enarbolado por 
las CCAA en sus reivindicaciones de mayores cotas de autonomía finan-
ciera, pero no lo es menos que tales demandas se han efectuado mediante 
la incorrecta identificación entre autonomía y suficiencia; de manera q\le 
cuando se reclamaba un mayor grado de autonomía, lo que se pretendía 
exigir en realidad era un mayor volumen de ingresos, como prueba el 
escaso ejercicio al alza de las competencias normativas autonómicas sobre 
los tributos cedidos y el hecho de que el mismo se haya orientado pri-
mordialmente hacia la reducción de la carga tributaria de sus ciudadanos. 
Pese a la evolución y desarrollo de los distintos modelos de finan-
ciación instaurados desde 1996, la noción de Estado como proveedor 
-en última instancia- de los fondos necesarios, continúa arraigada en la 
mentalidad de las Haciendas autonómicas y, a nuestro juicio, se erige en el 
principal obstáculo para el logro de la corresponsabilidad fiscal efectiva1• 
Frente a la apariencia teórica, en el terreno práctico no se ha abandonado 
dicha dependencia implícita del Estado, de la que difícilmente podrán 
desprenderse las CCAAmientras no se establezcan consecuencias jurídicas 
derivadas del no ejercicio de su capacidad normativa. 
Antes al contrario, como se ha denunciado desde la doctrina, las 
CCAAno han utilizado su mayor autonomía para solucionar sus problemas 
de insuficiencia financiera, ni tampoco para incrementar la perceptibilidad 
fiscal del contribuyente, sino que han tendido a disminuir los impuestos 
directos (aquéllos en los que se manifiesta directamente la capacidad 
económica) y a aumentar levemente los indirectos2 (menos permeables 
1 El propio Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en adelante, TJUE) ha 
subrayado este extremo- entendido como efecto de la corresponsabilidad fiscal-, al afirmar 
en su Sentencia de 11 de septiembre de 2008 (Asuntos acumulados C-428/06 a C-434/06) 
que "es la entidad infranacionalla que debe asumir los riesgos políticos y económicos 
de sus decisiones en materia tributaria exigencia que, en Derecho español, se denomina 
'principio de responsabilidad fiscal'". 
2 Debe matizarse, sin embargo, que la política reduccionista autonómica se enmarca 
en la más amplia y generalizada dinámica internacional. Debido a la creciente competencia 
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al principio de capacidad económica), mediante una política tributaria 
desordenada y con cierta dosis de populismo. 
El carácter insignificante de muchas de las medidas instauradas, sin 
apenas repercusión recaudatoria, así lo atestigua, revelando al mismo 
tiempo una dimensión puramente promociona! o publicitaria de las mismas 
ante sus electores. No parece, por consiguiente, que sea un ejercicio 
juicioso y razonado de sus competencias normativas en aras a alcanzar 
la corresponsabilidad fiscal, lo que subyace en muchas de las decisiones 
adoptadas hasta ahora, sino más bien un planteamiento de corto alcance, 
conscientes del disfrute asegurado del rendimiento, total o parcial, de 
los tributos cedidos, sin necesidad de tomar decisión alguna sobre ellos. 
En definitiva, se aprecia una clara desvinculación entre autonomía y 
rendimiento, lo que nos permite confirmar que este tipo de recursos no va 
encaminado a satisfacer el principio de autonomía en el ingreso tributario, 
sino el principio de suficiencia3 • 
Se perpetúa, con ello, la tradicional problemática a la que se pretendía 
dar solución mediante la cesión y progresiva ampliación de competencias 
normativas a las CCAA sobre los tributos cedidos, toda vez que, habida 
cuenta del modo en que dichos entes territoriales han utilizado dicha 
capacidad, continúan demandando más ingresos al Gobierno central y 
acusándolo de sus penurias financieras, mientras que éste reprocha a 
las Haciendas autonómicas su falta de decisión política para asumir sus 
responsabilidades fiscales y se resiste a incrementar sus transferencias 
agravando todavía más, si cabe, el complejo panorama de las relaciones 
fiscales entre estos dos niveles de la Hacienda pública. 
fiscal perniciosa surgida entre los Estados, la mayoría ha optado por establecer incentivos 
fiscales en los impuestos más recaudatorios, tratando a la vez de compensar la reducción de 
los tipos de gravamen del IRPF mediante una subida del IVA y de los Impuestos especiales. 
Se evidencia, de este modo, que las decisiones de un Estado en materia de política fiscal 
no se adoptan de forma aislada e independiente, sino que están condicionadas en gran 
medida por el contexto internacional. Lago Montero, J.M.a., Gil Rodríguez, I., Guervós 
Maíllo, M." Á. y Alfonso Galán, R.M.".: "El sistema de financiación de las Comunidades 
Autónomas. Comentario a la Ley 22/2009, de 28 de diciembre, tras la sentencia del Estatuto 
catalán", Dykinson, Madrid, 2010, p.347. 
3 Ramallo Massanet, J.: "¿Cómo obligar a las Comunidades Autónomas al 
ejercicio de la corresponsabilidad fiscal?". Ponencia impartida en el Seminario sobre 
"Corresponsabilidad fiscal", celebrado en la Universidad Complutense de Madrid y 
patrocinado por el Consejo Económico y Social, Madrid,junio 2005, p.2. 
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En conclusión, el objetivo perseguido mediante el expansivo proceso 
de atribución de capacidad normativa a las CCAA sobre los tributos cedidos, 
con el fin de favorecer que las decisiones de éstas tuvieran efectos inmediatos 
sobre su capacidad recaudatoria, dista de haberse cumplido de manera 
satisfactoria. Ahora bien, lejos de limitarnos a este diagnóstico, debemos 
preocuparnos por la causa del mismo que, como hemos señalado, estriba a 
nuestro juicio en un concepto poco evolucionado de la autonomía financiera, 
o lo que es igual, vinculado a una suficiencia dependiente, en la medida en 
que cuando el ejercicio de su autonomía no permita conseguir el nivel de 
ingresos suficiente, siempre pueden las CCAA acudir a las fuentes estatales. 
En este orden de cosas, y ya en clave de lege ferenda con vistas a un 
futuro modelo de financiación autonómica, algunos autores han puesto 
el acento en la escasa utilidad corresponsable obtenida, así como en los 
posibles inconvenientes que en términos de solidaridad y unidad pueden 
derivarse del actual sistema de financiación, en base a lo cual apuntan 
que hubiera sido mejor hacer partícipes a las CCAA del producto de los 
impuestos cedidos a través de las transferencias estatales, sin correspon-
sabilidad fiscal alguna en cuanto al ingreso. Diferimos, no obstante, de 
esta última opinión que, desde nuestro punto de vista, no significa sino un 
retroceso en el camino ya avanzado. A la inversa, estamos convencidos de 
que otorgar una mayor autonomía en el ingreso a los entes autonómicos es, 
sin duda, un cauce adecuado para lograr corresponsabilizarles fiscalmente 
como objetivo último. Sin embargo, de la experiencia acumulada a lo largo 
de estos años durante la vigencia de los recientes modelos de financiación, 
se colige que deviene necesario unir la capacidad autonómica de decisión 
sobre los tributos cedidos con la recaudación resultante de éstos, al objeto 
de que este tipo de recursos se convierta en una mayor o menor fuente de 
ingresos para la financiación del gasto autonómico, en función del grado 
de implicación de las CCAA en su regulación. 
En efecto, consideramos que la raíz del problema radica en que, aun-
que se utiliza la expresión "ca-responsabilidad" con el fin de destacar que se 
agregan dos sujetos, siendo cada uno dedlos responsable por la parte en la 
que son competentes, la realidad demuestra que, en la práctica, el único ente 
que asume la responsabilidad del ingreso es el Estado, puesto que no sólo 
responde de sus decisiones, sino también -subsidiariamente- en el caso de 
inactividad normativa autonómica en su esfera competencia!. El no ejercicio 
de sus competencias normativas por parte de las CCAA, no se tradujo hasta 
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2009 en consecuencia jurídica negativa alguna para estos entes4, lo que 
ha posibilitado que mantuvieran la cómoda posición que tradicionalmente 
han desempeñado, desprovistos de cualquier responsabilidad en el ingreso 
y con destacado protagonismo ante sus ciudadanos en la órbita del gasto. 
Nos sumamos, por todo ello, a la opinión5 de quienes han reclamado, 
junto al otorgamiento de competencias normativas a las CCAA sobre los 
tributos cedidos, la previsión de determinados incentivos que estimulen 
el ejercicio normativo de estos entes en coordinación con la Hacienda del 
Estado, de manera que sean las arcas autonómicas las que acusen, en su 
caso, la inacción legislativa de su propio territorio. Una reforma tal del 
vigente sistema de financiación exigiría necesariamente la desaparición de 
la normativa supletoria estatal, así como la aconsejable conexión entre el 
desarrollo normativo autonómico y la cesión del rendimiento del tributo 
cedido. Esta reivindicación ha encontrado parcialmente respuesta en la 
Ley 22/2009, a través de la cual el legislador se ha hecho eco de la nece-
sidad de que, en la hipótesis de que dicha capacidad normativa se utilice 
a la baja (dinámica habitual en la actualidad), no exista compensación o 
cobertura alguna a través de transferencias del Estado; ya que, de otra 
manera, el problema cuyo estudio nos ocupa se trasladará a cualquier 
fórmula en la que no se condicione, al menos parte de la financiación 
autonómica, al ejercicio efectivo de su poder decisorio. La previsión 
4 Como ha afirmado Ramallo Massanet, "la conesponsabilidad fiscal en ningún 
caso tiene efectos jurídicos, sino que es el nombre que se da a una mera posibilidad de 
utilización de un derecho que, de no utilizarse, no supone incumplimiento alguno y, en 
consecuencia, tampoco sanción de ningún tipo". Ramallo Massanet, J.: "¿Cómo obli-
gar( ... )?". Ob.cit. p.6. 
5 Ruiz Almendral, V.: "Impuestos cedidos y corresponsabilidad fiscal", Tirant lo 
blanch, Valencia, 2004, p.511; Ramallo Massanet, J.: "¿Cómo obligar( ... )?". Ob.cit. 
pp. 18 y 23; Tejerizo López, J.M.: "La financiación de las Comunidades Autónomas. 
Notas para un balance", en: Varona Alabern, J .E. (editor) y otros: "25 Años de financiación 
autonómica", Cátedra Cantabria 2004, Parlamento de Cantabria-Servicio de publicaciones 
de la Universidad de Cantabria, Santander, 2005, pp. 37 y 38, donde indica de manera 
gráfica que "las consecuencias de las normas que establecieren (las CCAA) al amparo de 
sus competencias deberían recaer exclusivamente sobre sus hombros, y no sobre los del 
Estado( ... )"; añadiendo asimismo que "las CCAAdeben asumir, para lo bueno y lo malo, las 
consecuencias políticas y económicas que se deriven del ejercicio de sus potestades tributarias, 
sin esperar que los desequilibrios provocados por tal ejercicio (o falta de ejercicio) sean 
subsanados siempre y en todo caso por el Estado". -las adiciones en cursiva son nuestras-. 
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del denominado Fondo de competitividad se orienta precisamente a este 
fin, disponiéndose textualmente en el artículo 23 de la Ley 22/2009 que, 
mediante el mismo "se pretende garantizar que aquellas Comunidades 
Autónomas cuyos recursos por habitante ajustado proporcionados por 
el nuevo modelo previos a la aplicación de este Fondo sean inferiores 
a la media, teniendo en cuenta la capacidad fiscal de las Comunidades 
Autónomas, vean incrementados dichos recursos con arreglo a las reglas 
de funcionamiento de este Fondo". 
Eliminada la indeseable subsidiariedad estatal, que no actúa sino 
como rémora del ejercicio normativo autonómico, y vinculada la recau-
dación de estos entes por tributos cedidos a su mayor o menor esfuerzo 
normativo, estaríamos en disposición de corregir las premisas sobre las 
que hasta ahora se han asentado los sistemas de financiación autonómica, 
cuales son el principio de autonomía respecto de los gastos y el de sufi-
ciencia respecto de los ingresos. De conformidad con este planteamiento, 
valoramos positivamente los avances cualitativos logrados a través de la 
cesión de facultades normativas a las CCAA, si bien entendemos que el 
vigente marco jurídico se reputa todavía insuficiente para garantizar la 
ansiada corresponsabilidad fiscal de estos entes. Debería por ello pro-
fundizarse en la senda iniciada, ampliándose incluso las competencias 
normativas que hasta el momento se han conferido a las CCAA, aunque 
reflejando todavía más el grado de utilización de las mismas en el volu-
men de ingresos que perciben por estos tributos. En este sentido, creemos 
que sólo la supresión de la cobertura subsidiaria estatal y la previsión de 
determinadas consecuencias jurídicas para el supuesto de omisión de 
dicho ejercicio normativo, motivarán a los legisladores autonómicos a 
asumir la responsabilidad que les corresponde, lo que debería comportar 
una política tributaria más meditada y acorde con los principios consti-
tucionales de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre 
todos los españoles. 
1.2. Valoración del desarrollo normativo autonómico sobre los tributos 
cedidos a la luz del principio de solidaridad 
Llegados a este punto, resulta obligado replantearnos la cuestión de 
si el modelo de financiación autonómica basado en la corresponsabilidad 
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fiscal, ha redundado o no en un desequilibrio interterritorial contrario al 
principio constitucional de solidaridad. 
Como ya afirmamos, la necesidad de garantizar la solidaridad entre 
todos los españoles no se reputa incompatible con el ejercicio del poder 
normativo autonómico. En este sentido, aun cuando las CCAA han 
actuado con prudencia en el desarrollo de sus competencias normativas 
sobre los tributos cedidos, ahuyentando así el temor inicial a una posible 
desvertebración del Estado autonómico, como consecuencia de la adop-
ción de fórmulas propias del federalismo fiscal en el seno de un Estado 
que todavía no puede calificarse como tal; lo cierto es que la puesta en 
práctica del citado modelo y, sobre todo, las tendencias observadas por 
los entes territoriales en uso de sus atribuciones normativas, han moti-
vado que los principios de unidad y solidaridad se hayan resentido en 
cierta manera. 
Concretamente, los autores han puesto de relieve dos importantes 
aspectos que denotan tales efectos desestabilizadores. El primero de ellos 
se polariza en torno al Impuesto sobre la renta de las personas físicas (en 
adelante, IRPF) y al papel de garante de la solidaridad que corresponde 
al Estado. Siendo este tributo el impuesto redistributivo por antonomasia 
y debiendo cumplir el Estado la función de redistribución de la riqueza 
entre los distintos territorios que lo integran, es evidente que con la terri-
torialización del mismo y consiguiente cesión de facultades normativas a 
las CCAA, el Estado deja de monopolizar el control de este instrumento, 
al margen de la existencia de diferencias autonómicas en términos de 
presión fiscal. A mayor abundamiento, conforme a este sistema los 
ingresos autonómicos dependen en buena medida de la riqueza y de la 
renta territorial, lo que sin duda favorece a las CCAA más desarrolladas, 
que se mostrarán proclives a reducir la cuota resultante, mientras que 
las menos desarrolladas no podrán renunciar a una determinada presión 
fiscal si quieren mantener el mismo nivel de prestaciones de servicios 
públicos. Nos encontramos así, con que los ciudadanos de las CCAAmás 
ricas podrán tributar en el IRPF, como resultado de la pretendida corres-
ponsabilidad fiscal, según una tarifa más baja que los contribuyentes por 
este impuesto residentes en otras CCAA más desfavorecidas, aportando 
aquéllos menos al sostenimiento de los gastos públicos en comparación 
con estos últimos. Conviene matizar, no obstante, que la instauración de 
los Fondos de Convergencia Autonómica (Fondo de Competitividad y 
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Fondo de Cooperación6) mediante la Ley 22/2009 ha venido a paliar, en 
grado notable, las negativas consecuencias de esta situación en términos 
de solidaridad. 
El planteamiento anterior resulta extrapolable a los demás impuestos 
cedidos, y constituye el segundo de los aspectos sobre los que la doctrina 
ha advertido en relación con el posible incumplimiento del principio de 
solidaridad. En efecto, deviene criticable que el ejercicio normativo auto-
nómico se haya orientado hasta la fecha en un único sentido, dirigido a 
minorar la carga tributaria e incluso, en algún supuesto, al vaciamiento de 
contenido del impuesto en cuestión. Esta pauta de actuación supone una 
quiebra de los principios materiales que rigen el ordenamiento tributario y 
de los principios sobre los que se asienta el modelo territorial consagrado 
en la Constitución española (en adelante, CE) -solidaridad e igualdad, 
básicamente-, al desconocer el papel que al Estado le corresponde en este 
ámbito, si bien, como ha afirmado Martín Queralt, "con su complaciente 
y callado asentimiento"7 • 
A nuestro juicio, más descentralización no implica necesariamente 
menos solidaridad, pues existen en la práctica sistemas de financiación 
pública fuertemente descentralizados y, a la vez, con un elevado grado 
de solidaridad interterritorial, como sucede, por ejemplo, con Australia; 
y también cabe la descentralización con escasa solidaridad interterritorial, 
como es el caso de EEUU. Ahora bien, centrándonos en nuestro país, y a 
la vista del grado de solidaridad que ha de ofrecer el sistema de acuerdo 
con el mandato constitucional, resulta discutible abogar por un modelo 
de Haciendas independientes, como máxima expresión de la descentrali-
zación fiscal, puesto que ello vulneraría la voluntad recogida en el texto 
constitucional de mantener la Hacienda central en una posición destacada 
en la nueva configuración de la financiación, reflejo inequívoco de lo cual 
son los artículos 133.1 y 138.1 CE. De hecho, un sistema de financiación 
6 El artículo 24 de la Ley 22/2009 recoge los parámetros de aplicación de este Fondo, 
creado -según la Exposición de motivos- con el objetivo último de "equilibrar y armonizar 
el desarrollo regional, estimulando el crecimiento de la riqueza y la convergencia regional 
en términos de renta de Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía". 
7 Martín Queralt, J.: "La Constitución y la financiación autonómica". Conferencia 
impartida el 28 de noviembre de 2008 en las Jornadas "La Universidad de Alicante y la 




autonómica basado fundamentalmente en tributos propios de cada Comu-
nidad Autónoma, propiciaría notables disparidades en la provisión de los 
servicios públicos -aumentando la tarea redistributiva de la Hacienda del 
Estado-, así como niveles de presión fiscal significativamente distintos y 
contrarios, por ende, al principio de igualdad territorial. 
En consecuencia, partiendo de que el modelo de descentralización 
más acorde con la CE comporta un cierto compromiso entre autonomía 
tributaria y solidaridad, las decisiones normativas adoptadas por los legis-
ladores autonómicos en su amplio marco de libertad de opción, deberán 
guiarse por una ponderación equilibrada entre dichos principios, ahon-
dando sin duda alguna en la corresponsabilidad fiscal, pero no a través de 
políticas que otorguen a ésta un protagonismo exclusivo. Así lo proclama la 
CE en su artículo 156.1, de donde se colige la inadmisibilidad de políticas 
normativas que minoren el alcance del principio de solidaridad, ni siquiera 
en aras de la autonomía financiera, bien entendido que ésta no se concibe 
desde el prisma constitucional en términos absolutos sino, precisamente, 
subordinada a los principios de coordinación con la Hacienda del Estado 
y de solidaridad entre todos los españoles. 
2. Propuestas para mejorar la atribución de competencias normativas 
a las comunidades autónomas sobre los tributos cedidos 
La atribución de competencias normativas a las CCAA sobre los 
tributos cedidos, ha experimentado una progresiva y notable ampliación, 
susceptible de traducirse no sólo en un incremento de la presión fiscal, sino 
también en la posible variación de elementos significativos de los mismos 
por parte de los entes autonómicos, dada la imprecisión de los límites que 
en ocasiones parece existir en cuanto al ejercicio del poder de normación 
de las CCAA, pese a los esfuerzos realizados tanto por parte de la doctrina 
como del propio TC. 
Aceptada la premisa de que, por imperativo constitucional, la cesión 
de competencias normativas ha de ser parcial, el debate en torno a qué 
aspectos de cada tributo sean o no cedibles a las CCAA para su regulación 
no obedece a una regla unívoca. Si es cierto que debe reservarse tanto la 
delimitación del hecho imponible cuanto la concreción de las reglas de 
cuantificación de la base imponible exclusivamente al legislador estatal, 
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como único medio que posibilita que la configuración de los tributos 
cedidos como una materia de regulación compartida no impida al Estado 
garantizar la igualdad básica en el cumplimiento del deber de contribuir; 
no es menos cierta la ausencia de una regla general en base a la cual se 
pueda discernir nítidamente sobre la posible cesión o no de facultades 
normativas sobre los elementos de cuantificación o de cualificación de 
los diferentes tributos cedidos. Nos adherimos, por tal motivo, al parecer 
manifestado años atrás por Ramallo Massanet8 al hilo de su propuesta 
sobre el establecimiento de impuestos "de normación compartida por 
cesión parcial", en la que se mostraba partidario de atender a la naturaleza 
y función de cada impuesto, a la hora de decidir sobre la posible cesión 
de tales competencias. 
Las CCAA disponen en la actualidad de una mayor capacidad nor-
mativa en materia tributaria, en comparación con la que ya ostentaban 
sobre los tributos propios y los recargos. A ello se suma, de acuerdo con 
el artículo 12.1 de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades 
Autónomas (en adelante, LOFCA), la posibilidad de los legisladores 
autonómicos de establecer recargos sobre los impuestos cedidos, lo que 
aumenta todavía más el margen de decisión normativa asignado a estos 
entes. Sin embargo, debe hacerse notar que la actuación de las CCAA 
mediante el establecimiento de recargos sobre los tributos cedidos puede 
distorsionar la estructura de éstos, e incluso contrariar lo dispuesto tanto 
en la Ley 22/2009 como en la LOFCA. Así lo han advertido algunos 
estudiosos9 al apuntar el incremento de la progresividad que conllevaría 
el establecimiento de recargos sobre el IRPF, pudiendo incluso superar 
lo permitido legalmente, o la posibilidad de que las CCAA establezcan 
recargos sobre el Impuesto Especial sobre determinados medios de trans-
porte, provocando consecuencias no deseadas por el legislador estatal, 
mediante la subida de los tipos de gravamen por encima de los topes 
máximos señalados. 
8 Ramallo Massanet, J.: "Contenido, instrumentos y límites de la corresponsabi-
lidad fiscal", en Autonomies: Revista catalana de Derecho Público n.0 20, 1995, p.29. 
9 RuizAlmendral, V.: "Impuestos( ... )". Ob.cit. pp.399 y 400, donde concluye que 
"se da así la paradoja de que un mecanismo que pretendía asegurar una mayor coordinación 
en el ejercicio del poder tributario autonómico que la que se pueda producir a través del 
empleo de los recargos, termina por conllevar mayores posibilidades de descoordinación 
con respecto de la normativa estatal". 
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En otro orden de cuestiones, pese a la creciente intensidad con la que 
las CCAA han ido ejercitando paulatinamente sus potestades normativas 
sobre los tributos cedidos por el Estado, constatamos la vigencia gene-
ralizada de la normativa supletoria estatal en todos aquellos casos en los 
que las CCAA no han optado por introducir modificaciones específicas, 
al alza o a la baja, en los diferentes impuestos objeto de cesión. La previ-
sión de dicha cláusula supletoria10 , contenida hoy en el artículo 53 de la 
Ley 22/2009, a imagen y semejanza de sus predecesoras, ha sido criticada 
por un sector de la doctrina, en el entendido de que desincentiva que las 
CCAA se responsabilicen de forma efectiva del poder de normación 
atribuido por el Estado. 
No obstante el legítimo fundamento en que se basan tales disposi-
ciones supletorias, constituido por el artículo 149.3 CE, se ha sugerido la 
conveniencia de prescindir de dicha cláusula en pro de un mayor fomento 
de la autonomía financiera y de la efectiva corresponsabilidad fiscal de los 
entes autonómicos, en la medida en que su previsión no ha generado sino 
desinterés en estos últimos de cara a asumir el protagonismo que, con arreglo 
a la legislación en vigor, les corresponde. Por nuestra parte, aun conscien-
tes de que la regulación en vigor no exige que las CCAA deban ejercer 
necesariamente la capacidad normativa cedida, habiéndoseles otorgado, 
antes bien, la posibilidad de su ejercicio; y sabedores, asimismo, de que 
la existencia de tal supletoriedad resulta plausible porque forma parte del 
sistema instaurado, en la medida en que se espera que el ente delegante (en 
este caso, el Estado) prevea las consecuencias de la ausencia de desarrollo 11 
10 El tenor literal del artículo 53 de la Ley 22/2009 reza como sigue: "Si una Comuni-
dad Autónoma no hiciera uso de las competencias normativas que le confieren los artículos 
46, excepto la letra b) del punto 1, a 52, se aplicará, en su defecto,lanormativa del Estado". 
11 A falta de esta normativa supletoria, la inactividad legislativa de las CCAA 
acarrearía la imposibilidad de liquidar la mayor parte de los impuestos cedidos, por carecer 
de elementos de cuantificación esenciales. Así lo advierte Calvo Vérgez, al destacar que 
"( ... ) debe tenerse presente en todo caso que el establecimiento de normas supletorias 
por parte del Estado constituye una manifestación legítima de la titularidad que aquél 
ostenta sobre dichas competencias normativas, así como una necesidad ineludible para 
que se cumpla la función coordinadora que desempeña la cesión impositiva. Y es que 
ha de existir una técnica garantista que impida que, ante una determinada carencia en la 
disciplina legal de los impuestos cedidos imputable a las Comunidades Autónomas, pueda 
producirse su abolición defacto". Calvo V érgez, J.: "Financiación autonómica: problemas 
constitucionales y legales", Thomson-Civitas, 2005, p.98. 
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de las facultades delegadas a los entes autonómicos; concluimos que la 
mera cesión de competencias normativas se revela a todas luces insufi-
ciente para alcanzar el objetivo último de la corresponsabilidad fiscal. El 
estudio realizado en las líneas que anteceden así lo demuestra, motivo por 
el cual nos alineamos con la tesis defendida por el citado sector doctrinal 
y consideramos imprescindible que los entes subcentrales se impliquen 
activamente en su financiación, como idea ínsita en el propio principio 
de corresponsabilidad fiscal, lo que evidentemente se vería potenciado si 
se prescindiera de la normativa supletoria estatal, no sólo en el caso de 
la tarifa autonómica del IRPF -como en la actualidad prevé el artículo 53 
de la Ley 22/2009-, sino también en las restantes materias de regulación 
autonómica. 
A nuestro juicio, el ejercicio de responsabilidad que sería deseable 
por parte de las CCAA requiere de manera necesaria una mayor expli-
citación de su poder normativo sobre los tributos cedidos. Conviene 
puntualizar, sin embargo, que tal planteamiento en ningún caso anula 
la flexibilidad con la que estos entes pueden pronunciarse, atendiendo a 
sus respectivas circunstancias económicas, sociales, etc, habida cuenta 
de que serán ellos quienes se responsabilicen de las medidas de man-
tenimiento, incremento o disminución de la carga tributaria adoptadas 
en su territorio, al repercutir dicho poder normativo en su capacidad 
recaudatoria. 
Retomando el iter central de nuestro examen surgen dos interro-
gantes cruciales sobre los que resulta oportuno reflexionar y a los que 
trataremos de dar respuesta seguidamente. El primero de ellos versa 
sobre la legitimidad o no que tendría para reclamar más cesiones, una 
Comunidad Autónoma que ha renunciado de jacto a un impuesto cedido. 
Íntimamente conectado con el anterior se plantea el segundo, en virtud 
del cual nos preguntamos si en la mencionada hipótesis, es decir, cuando 
una Comunidad Autónoma haya desaprovechado su potencial capacidad 
recaudatoria como resultado de introducir sustanciales beneficios fiscales, 
hasta el punto de vaciar prácticamente de contenido los tributos cedidos, 
puede el Estado recuperar para sí dicha capacidad. 
Por lo que concierne, en primer término, a si el Estado puede 
recuperar las competencias normativas cedidas a las CCAA sobre los 
tributos cedidos, ante el probado desinterés de éstas por corresponsabili-
zarse fiscalmente a través de su ejercicio, no albergamos ninguna duda. El 
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fundamento12 para operar dicha reversión se aloja en los artículos 141.1.14 
CE y 131.1 CE, relativos respectivamente al ámbito competencial del 
Estado sobre la Hacienda general, y a la potestad originaria del Estado 
sobre dichos tributos, cuyo contenido resultaría violado, tal y como señaló 
el Tribunal Constitucional en su Sentencia 192/2000, de 13 de julio (Fun-
damento jurídico octavo), si se atribuyera a la cesión un carácter irrever-
sible que despojara al Estado de su titularidad, asimilando prácticamente 
los tributos cedidos a los propios de estos entes. 
Por ello, con independencia de que las CCAA puedan adquirir cierto 
poder normativo en esta sede, entendemos que el Estado sigue conser-
vando, como único titular de tales recursos, no sólo la facultad de modi-
ficar el alcance y condiciones de la cesión si así lo considera oportuno, 
sino también la potestad de revocar dicha cesión normativa e incluso de 
suprimir, llegado el caso, el tributo cedido de que se trate. El hecho de 
que la atribución de competencias normativas forme parte del contenido 
constitucional de la cesión no significa, por tanto, que las CCAA puedan 
disfrutar originariamente de la titularidad de éstas, ni tampoco que la citada 
cesión se convierta en permanente13 • 
Además, conviene destacar que dicha facultad estatal no se circuns-
cribe únicamente al supuesto de inacción legislativa autonómica, sino 
que puede abarcar cualquier otra hipótesis14 en la que el Estado considere 
12 García Martínez,A.: "La configuración del tributo cedido como recurso autonó-
mico", en Revista española de Derecho Financiero n.0 112,2002, p.712; Calvo Vérgez, J.: 
"Financiación( ... )". Ob.cit. pp.96 y 97. 
13 Calvo Vérgez, J.: "Financiación( ... )". Ob.cit. pp.85 y 86. 
14 En este sentido se ha apuntado como solución la vía del artículo 155 CE, en virtud 
del cual "si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución 
u otras leyes le impongan, o actuare de forma que atente gravemente al interés general de 
España, el Gobierno, previo requerimiento al Presidente de la Comunidad Autónoma, y, 
en el caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría absoluta del Senado, podrá 
adoptar las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de dichas 
obligaciones o para la protección del mencionado interés general". También este instru-
mento, sin embargo, parece haber sido concebido por el TC como un medio de utilización 
extraordinaria, al considerar que sólo ante violaciones continuadas y graves de intereses 
superiores del Estado español estaría legitimado su empleo. En concreto, tratándose de la 
eventual infracción de la normativa europea, el artículo 155 CE únicamente podría apli-
carse "cuando los incumplimientos del Derecho comunitario sean, de tal forma reiterados 
y constatados judicialmente, que la salvaguarda del interés general de España esté, no en 
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conveniente revocar la cesión de competencias normativas, o incluso 
se vea obligado a ello por motivaciones comunitarias. En efecto, un 
argumento adicional que respalda nuestra posición estriba en la potestad 
que se arroga el ente delegante para modificar los términos de la cesión 
normativa, o para recuperar su ejercicio como consecuencia del Derecho 
Europeo (artículo 19.2 LOFCA). 
Cuestión distinta, sin embargo, es que dicha posibilidad de reversión 
adquiera carácter ordinario en el devenir jurídico. Antes al contrario, dicha 
cesión será normalmente definitiva, atendido el elevado coste político que 
para el Estado acarrearía su derogación, en la medida en que esta cesión 
trae causa de un Acuerdo del CPFF de las CCAA. En este sentido, la 
doble finalidad de dotar al sistema tributario autonómico de una mayor 
estabilidad y de promover una mayor responsabilidad fiscal de estos 
entes, favorece paradójicamente la valoración positiva de las dificultades 
inherentes a dicha recuperación. 
Al margen de esta última consideración, de la que se desprende que en 
la práctica la cesión efectuada tendrá normalmente un carácter definitivo, 
pues los inconvenientes consiguientes aconsejan que su recuperación se 
limite a los supuestos estrictamente necesarios, lo cierto es que desde el 
punto de vista jurídico, la cesión de competencias normativas está siempre 
sujeta a derogación, como demuestra el que su soporte jerárquico esté 
constituido por la Ley estatal de Cesión. 
En este contexto, los razonamientos expuestos nos conducen a 
otra cuestión, que incluso cabría plantearse previamente, cual es la de si 
resulta aceptable, a la luz del marco jurídico en vigor, que una Comunidad 
Autónoma pueda llegar a "suprimir" en la práctica un impuesto cedido, a 
fuerza de establecer reducciones u otros beneficios fiscales en uso de su 
capacidad normativa sobre el mismo. En esta dirección conviene clarificar, 
de una parte, que conforme a las premisas constitucionales apuntadas, los 
un grave riesgo, sino que haya sido materialmente lesionado (por ejemplo, la condena de 
España por el TJCE a consecuencia de violaciones continuadas al Derecho comunitario 
por normas de una Comunidad Autónoma y desacato de ésta a las sentencias del Tribunal 
Constitucional)". Mangas Martín, A.: "Derecho comunitario europeo y Derecho español", 
segunda edición, Tecnos, Madrid, 1987, p.302; Barreiro Carril, M.".C.: "Las exigencias 
del Derecho Comunitario en un Estado descentralizado con especial referencia a la cesión 
de tributos", en: Pita Granda!, A.M.". (Dir.): "La financiación autonómica en los Estatutos 
de Autonomía", Marcial Pons, 2008, p .270. 
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impuestos cedidos no pierden su naturaleza estatal, aunque se traslade 
parcialmente el ejercicio de las competencias normativas al ente delegante, 
por lo que el único competente para llevar a cabo dicha supresión es el 
Estado15 • No obstante, se comprueba que es ésta una realidad cada vez más 
frecuente en el panorama autonómico actual, actitud que consideramos 
reprobable y contraria al principio de reserva de ley estatal proclamado 
en el artículo 133.1 CE. 
Al hilo de estas reflexiones procede también contestar al interrogante 
acerca de la legitimidad de las CCAA para reclamar más cesiones al 
Estado cuando, sin embargo, han renunciado de hecho a su capacidad 
recaudatoria, mediante su inactividad normativa sobre los tributos cedidos. 
Tal comportamiento supone, a nuestro parecer, una incongruencia con las 
sempiternas reivindicaciones de mayores recursos que estos entes han 
protagonizado; así como con el esquema a través del cual se articula el 
sistema de cesión de competencias normativas que, mediante el traspaso 
del ejercicio de dicha capacidad a las CCAA, presupone que éste se 
desarrollará en su propio nombre y bajo su propia responsabilidad 16 , de lo 
que se deduce que serán las Haciendas territoriales quienes asumirán las 
consecuencias derivadas de tal ejercicio en uno u otro sentido. Esta línea 
de pensamiento ha sido asumida recientemente por el legislador estatal, 
mediante la creación ex novo del Fondo de competitividad, del que no se 
beneficiarán las CCAA que, disponiendo de una capacidad fiscal estimable, 
la utilicen sistemáticamente a la baja, ignorando el ejercicio responsable 
de la misma al que están llamadas. 
Avanzando un paso más, y ya en clave de propuestas para un futuro 
modelo de financiación autonómica que ahonde en la corresponsabilidad 
efectiva de las CCAA, debe recordarse que la CE ha diseñado un sistema 
de financiación autonómica que puede calificarse de flexible, por lo que 
son varias las opciones que pueden concebirse dentro del mismo. 
Una primera propuesta consistiría en la extensión del sistema de 
concierto económico, propio de los territorios forales, a las CCAA de 
régimen común. Esta pretendida generalización ha sido rechazada mayori-
15 Calvo Vérgez, J.: "Financiación( ... )". Ob.cit. p.98. 
16 García Martínez,A.: "La asunción autonómica de las competencias normativa y 
de gestión sobre los tributos cedidos", en Crónica Tributaria n.o 103,2002, p.47. 
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tariamente desde la doctrina 17 , en base tanto a razones históricas, políticas 
y constitucionales, como de índole tributaria. En efecto, la legitimidad del 
citado modelo se halla conectada a un determinado momento histórico y 
a un territorio concreto. Además, desde el prisma jurídico, tal extensión 
exigiría una reforma de la CE, cuyo amparo y respeto en este ámbito se 
circunscribe a los territorios forales 18 • Se trata, en definitiva, de realidades 
distintas. No en vano se califica al sistema español como "asimétrico", 
configuración ésta que ha sido respaldada incluso por el Tribunal de Jus-
ticia de la Unión Europea (en adelante, TJUE) a través de sus Sentencias 
de 6 de septiembre de 2006 y 11 de septiembre de 2008. Por otra parte, 
dicho planteamiento conllevaría asignar al Estado un papel residual en la 
financiación pública, a todas luces discordante con la letra y espíritu del 
texto constitucional (artículo 133.1 CE). Y ello sin olvidar que un modelo 
de tales características no permitiría allegar los recursos necesarios para 
que las CCAA de renta menos elevada pudieran hacer frente a la cobertura 
de las necesidades públicas, en relación con las cuales el montante de los 
tributos concertados o convenidos se reputa insuficiente. 
En esta dirección, se ha sugerido asimismo la posibilidad de articular 
un modelo intermedio entre el de concierto o convenio de los territorios 
forales y el de las CCAA de régimen común. Se trata de una iniciativa 
que nos asemejaría a los Estados federales en los que, no obstante, no 
siempre impera la uniformidad; motivo por el cual debería estudiarse con 
detenimiento la concreta propuesta de cara a soslayar diferencias notables 
entre los distintos territorios19 • 
17 Calvo Ortega, R.: "El futuro de la financiación de las Comunidades Autóno-
mas: algunas reflexiones", en: Varona Alabern, J.E. (editor): "25 Años ( ... )". Ob.cit. 
p.l92; Tejerizo López, J.M.: "La financiación( ... )". Ob.cit. pp.35 y 36; Calvo Vérgez, J.: 
"Financiación( ... )". Ob.cit. p.151; Pérez Royo, F.: "Cuestiones sobre el poder tributario 
de las CCAA: la relación entre las disposiciones sobre financiación en los Estatutos y la 
Ley Orgánica del artículo 157 .3", en: Pita Granda!, A.M.". (Dir.): "La financiación( ... )". 
Ob.cit. p.238; Rodríguez Márquez, J.: "Aspectos controvertidos en el futuro sistema de 
financiación autonómica", en: Pita Grandal,A.M.". (Dir.): "La financiación( ... )". Ob.cit. 
pp.243 y 244. 
18 De acuerdo con la Disposición Adicional primera de la CE, la razón de ser de los 
regímenes de Concierto y Convenio no radica sino en la Historia, y en la voluntad consti-
tucional de proteger y conservar dicha Historia que, sin embargo, no tienen otras CCAA. 
19 Calvo Ortega, R.: "El futuro( ... )". Ob.cit. p.192. 
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El escepticismo que suscitan estas fórmulas ha llevado a algunos 
autores a proponer, bien la elevación tanto de los porcentajes de parti-
cipación como de los márgenes normativos sobre los tributos cedidos, 
bien, incluso, la conversión de determinados impuestos cedidos en 
propios de las CCAA. Efectivamente, descartadas otras posibles solu-
ciones de futuro, todo parece conducir a la necesidad de contar con los 
tributos cedidos como principal instrumento de actuación en la órbita 
que nos ocupa. La doble alternativa propuesta nos invita a profundizar, 
ya en la viabilidad de una posible ampliación de la capacidad normativa 
autonómica, ya en la conveniencia de transformar algunos impuestos 
cedidos en impuestos propios20 y, por tanto, de regulación exclusiva por 
parte de las CCAA. 
, No constituye esta última una cuestión pacífica en la doctrina, donde 
encontramos autores discrepantes, pese a reconocer que es la "desem-
bocadura natural del proceso de cesión", junto a otros que se oponen a 
la misma a la luz del principio de coordinación21 • La construcción más 
elaborada al respecto es, sin duda, la de Checa González22 , que destaca el 
acierto y oportunidad de dicha conversión, al hallarnos en la actualidad 
ante lo que él considera la frontera jurídica entre los impuestos cedidos 
y los que son propios de las CCAA. Teniendo presente las numerosas 
y significativas competencias normativas que se otorga a estos entes, 
se apunta la conveniencia de que la indicada transformación se ciña, 
de momento, a los impuestos cedidos "tradicionales" -Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones e Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales 
20 Se han mostrado proclives a esta solución: Rodríguez Bereijo, Á.: "Una 
reflexión sobre el sistema general de la financiación de las Comunidades Autónomas", 
en Revista española de Derecho Constitucional n.o 15, 1985, pp.65-78, pp.65 y ss; y, en: 
"Descentralización política y descentralización fiscal: la experiencia española", Repertorio 
Aranzadi del Tribunal Constitucional n.o 20, 2007, pp.13 y ss; Calvo Ortega, R.: "El 
futuro( ... )". Ob.cit. p.193; Falcón y Tella, R.: "Los tributos cedidos y las competencias 
normativas de las Comunidades Autónomas", en Papeles de Economía Española n.o 83, 
2000,pp.l18 y SS 
21 Calvo Vérgez, J.: "Financiación( ... )". Ob.cit. p.439. 
22 Checa González, C.: "Propuestas para un nuevo modelo de financiación de las 
Comunidades Autónomas de régimen común, en materia de impuestos propios y cedidos", 
Thomson-Aranzadi, 2008, pp.83-110; y, en: "Consideraciones ante la modificación de 
la LOFCA por la Ley Orgánica 3/2009, de 18 de diciembre", en Quincena Fiscal n.o 3, 
2010, p.55. 
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y Actos Jurídicos Documentados-, lo que sin duda facilitaría el tránsito 
de uno a otro régimen, a tenor de la mayor experiencia en gestión con la 
que las CCAA cuentan en relación con estos impuestos. 
Lejos de lo que pudiera pensarse, no creemos que se trate de una 
medida revolucionaria, sino consecuente con el propio devenir de la 
financiación autonómica, caracterizado por la creciente atribución de 
competencias normativas sobre los tributos cedidos. Además, la pro-
puesta reseñada contribuiría a incrementar la autonomía financiera de 
las CCAA en la vertiente del ingreso, sin perjuicio, obviamente, de la 
necesidad de acometer una importante reforma en la CE, la LOFCA, la 
Ley de Cesión y los Estatutos de Autonomía. El calado de este plantea-
miento merece, a nuestro juicio, una valoración positiva, aun conscientes 
de los inevitables problemas que el mismo acarrearía y, en particular, 
de la mayor competencia fiscal desleal entre CCAA que, a buen seguro, 
traería consigo. 
No faltan tampoco soluciones razonadas en este terreno, que abogan 
por la superación de tales dificultades mediante una adecuada coordina-
ción entre los distintos territorios, a imagen y semejanza del "Código de 
conducta" vigente en la UE. En esta línea se ha manifestado Checa Gon-
zález23, que anima al Consejo de Política Fiscal y Financiera (en adelante, 
CPFF) a liderar dicha coordinación, como órgano idóneo para propiciar 
a través de sus acuerdos una efectiva cooperación interterritorial, que a 
su vez suprima todas aquellas medidas autonómicas que pudieran causar 
una competencia fiscal nociva y perniciosa. 
Al margen de esta tesis, cuyo detenido examen excede de las pre-
tensiones de nuestro trabajo, y a favor de la cual nos posicionamos, por 
entender que ése es el camino que ha de emprender el futuro modelo de 
financiación autonómica, si se quiere avanzar en la consecución de una 
corresponsabilidad fiscal efectiva de las CCAA, no es menos cierto que 
existen también otros cauces posibles que han concitado la atención de 
los expertos en la materia. 
Así las cosas, una reflexión interesante es la de quienes plantean la 
posibilidad de liberar por el Estado determinadas materias imponibles, 
23 Checa González, C.: "Propuestas( ... )". Ob.cit. pp. 118-123; y, en: "Considera-
ciones( ... )". Ob.cit. p. 56. 
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que pudieran pasar a ser objeto de gravamen por parte de las CCAA24 • 
Similar razonamiento ha sido postulado por otros estudiosos, que sugie-
ren flexibilizar la prohibición contenida en el artículo 6.2 LOFCA, para 
lo cual, obviamente, no sería necesaria reforma alguna de la CE, a fin 
de fortalecer la capacidad normativa autonómica. Carácter novedoso y 
más original reviste la propuesta doctrinal que propugna la supresión de 
determinados impuestos cedidos, incardinando en el IRPF sus funciones 
y la materia por ellos gravada25 • 
Siendo indiscutible el mérito y valía de todas las construcciones 
enunciadas, cabe resaltar, no obstante, que lo que se busca en la actua-
lidad es un salto cualitativo, toda vez que la discusión principal ya 
no gira sólo en torno a las vías para aumentar la capacidad normativa 
autonómica, sino que se centra sobre todo en los mecanismos necesarios 
para impulsar el ejercicio de dicho poder y, en definitiva, mejorar los 
resultados obtenidos hasta la fecha en términos de corresponsabilidad 
fiscal efectiva. De ahí que, recientemente, se haya puesto el acento no 
tanto en la vía cuantitativa o directa para corresponsabilizar fiscalmente 
a estos entes (consistente en conferirles determinadas competencias 
normativas), sino más bien en la vía cualitativa o indirecta, encaminada 
a incrementar la capacidad normativa de las CCAA mediante su mayor 
participación en ciertos foros, ya sea potenciando el papel a desarrollar 
por el CPFF, o reformando el Senado. Se trata, sin duda, de un debate 
profundo y delicado, atendidas las numerosas cuestiones pendientes y 
la frecuente confusión entre razonamientos políticos y jurídicos, todo 
lo cual demuestra que nos hallamos ante un tema de notable relevancia, 
siempre polémico y de máximo interés. 
24 Calvo Ortega, R.: "Curso de Derecho Financiero I", duodécima edición, 
Thomson-Civitas, Madrid, 2008, p.481, cuando afirma que "el poder legislativo estatal 
podía haber liberado materia imponible (que hubiese pasado a constituir objeto de 
gravamen de las Comunidades autónomas; por ejemplo, ganancias de capital en el IRPF 
o entregas de bienes y prestaciones de servicios a consumidores finales en el IVA, entre 
otros) en calidad de impuestos propios. Probablemente, esta liberación y subsiguiente 
asunción por las CCAA hubiese realizado mejor la pretendida responsabilidad fiscal de 
las Comunidades Autónomas"; Calvo Vérgez, J.: "Financiación( ... )". Ob.cit. p. 370. 
25 Checa González, C.: "Propuestas( ... )". Ob.cit. pp. 124 y ss. 
